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			Sinopsis

		

		
			La política de nuestro país ha sufrido grandes cambios en los últimos tiempos, desde la ruptura del bipartidismo en 2015 hasta la consolidación del primer Gobierno de coalición en Moncloa y la crisis provocada por la COVID-19, cuya excepcionalidad abrió las costuras de nuestro sistema democrático.

			¿Qué peligros entraña que el Congreso esté tan polarizado? ¿Cómo enfrentarnos a la complejidad de los conflictos territoriales después del 1-O? ¿Se ha consolidado el multipartidismo en forma de bloques izquierda y derecha? ¿Vamos hacia un modelo cada vez más cesarista de los partidos? ¿Qué consecuencias ha tenido el uso creciente del márquetin en las repeticiones electorales?

			La politóloga y periodista Estefanía Molina, que ha vivido de primera mano todos estos acontecimientos como cronista parlamentaria en el Congreso, expone en este libro el berrinche de una ciudadanía decepcionada ante unas expectativas que nunca ha visto cumplidas y pone de manifiesto el temor a que el populismo y las pulsiones extremas se expandan y se generalice el rechazo hacia la política.

			Un libro imprescindible para entender los entresijos de la política española.

		

	
		
			El berrinche político
2015-2020

			Los años que sacudieron la democracia española

			Estefanía Molina

		

		
			Prólogo de Ana Pastor

			[image: ]

		

	
		
			 

		

		
			A mi madre, a mi padre y a mi hermana,
por darme el valor para perseguir mis sueños.
Y a todos los que creen en mí,
porque los hacen posibles.

		

	
		
			Prólogo

		

		
			Nos conocimos un tiempo después de los debates electorales que organizó Atresmedia en aquellos años 2015 y 2016, cuando los españoles fuimos llamados dos veces a las urnas ante la falta de acuerdo político. Acababa de estrenarse como analista en la radio y la televisión y transmitía esa fuerza de quien mira el mundo por primera vez y todo le parece fascinante. Y la verdad es que en ese momento el ambiente político en España lo era. Estefanía tenía entonces solo veintiséis años pero quería entender y explicar. Era y es sorprendente ver a esta periodista y politóloga defender desde el sentido común posiciones intermedias que en ocasiones son castigadas públicamente por aquellos que se sienten muy cómodos en los extremos. Algo que ocurre especialmente en las redes sociales, el ecosistema más frecuentado por su generación. Estos años la hemos escuchado analizar el proceso independentista catalán, las negociaciones para la formación de Gobierno entre el PSOE y Unidas Podemos o la entrada de la ultraderecha en las instituciones. Ahora se ha decidido a publicar este libro que tienes entre manos y que, desde la expresión elegida para el título, pretende dejar clara su intención y su visión de lo acontecido en nuestro país. Y no es solo una cuestión de lenguaje. En estas páginas, Estefanía aplica esa mirada desapegada, desprovista de pasado, que tanto practica su generación. El desconcierto que provoca ese punto medio ha hecho que muchas veces sitúen a la autora en lugares ideológicos contrarios entre sí, y vaya usted a saber si ella ha transitado alguna vez en su corta vida profesional. Una visión desacomplejada, en mi opinión, que proyecta en este texto, en el que retrata los logros y las miserias de nuestra clase política a través de hechos y anécdotas vividas por ella misma. No deja fuera a ninguna formación o líder. En El berrinche político leerás sobre esos dirigentes y seguidores de Podemos que, en plena descomposición del partido, no querían creer que su secretario general se hubiese comprado un chalet a las afueras de Madrid. O del desconcierto de algunos socialistas cuando a Pedro Sánchez le dio por sumar a sus filas perfiles de gente famosa, cosa que también practicó años después Pablo Casado. Y no olvida la autora el hundimiento del centro y al ya fugaz Albert Rivera, «el vaciado de Ciudadanos», que hoy quizás podría haber leído este libro desde un despacho de la Moncloa.

			Otros protagonistas de sus primeros pasos como analista también se han desvanecido. Es muy interesante el recuerdo de un Mariano Rajoy que, antes de ser desalojado del Gobierno vía moción de censura, apelaba desde la tribuna del Congreso a «la gente» para responder a Pablo Iglesias sobre cuál de los dos partidos, Podemos o el PP, tenía más apoyo en las urnas. La salida de Rajoy, que efectivamente siempre tuvo más apoyo social que Iglesias, marcó un punto de inflexión en nuestro país: trajo el primer gobierno de coalición de nuestra historia y el fin de las mayorías absolutas. Estefanía tira de archivo para contarnos cómo se pasó de intentar salvar el statu quo con una gran coalición entre el PP y el PSOE a hablar de cómo reconciliar a las dos izquierdas bajo un mismo techo. Y, mientras, el resto de los actores políticos —nacionalistas, independentistas y demás formaciones— observaban y contribuían de alguna manera al debate interno de los partidos nuevos sobre utilidad y gobernabilidad.

			Lejos queda ya aquella «geometría variable» que permitió a Rodríguez Zapatero sacar adelante algunas medidas en un Congreso tan diferente que hoy día nos parece casi monocolor. Hemos pasado de los seis grupos parlamentarios de entonces a los diez de ahora. Una cámara mucho más plural, más difícil de gestionar y que obliga a practicar acuerdos, una ensoñación en España. La cultura parlamentaria que Estefanía retrata en El berrinche político ha pasado de la negociación a varias bandas a estar cimentada en acuerdos por bloques: los de la moción que situaron a Sánchez en Moncloa frente a quienes votaron en contra. La sucesión de acontecimientos es tan veloz que quizás cuando leas esto los dos bloques se hayan desintegrado y reconstruido en lugares diferentes.

			Otro de los temas que se abordan con minuciosidad es el personalismo de los líderes políticos actuales, algo que en ocasiones ha derivado en «cesarismo», concepto sobre el que la autora introduce matices. Frente a estas dinámicas aparece el peso de la militancia, que siempre existió por ejemplo en el PSOE, pero que tras el 15-M llegó a muchos más partidos. Nadie habría imaginado hace una década que la salida de Rajoy culminaría con un proceso congresual con varios dirigentes batiéndose el cobre para liderar el PP. Los resultados de las elecciones internas no siempre han provocado una mayor democratización de los partidos, defiende Estefanía, quien además subraya los contrapesos regionales que sí existen en el PSOE y el PP, pero cuya ausencia en Podemos y Ciudadanos puede convertir a estos últimos en plataformas personalistas. En los viejos partidos y en los nuevos, los «perdedores» casi siempre han sido expulsados o se han autoexcluido de las nuevas etapas tras la cruenta batalla. El «perdón» del que habla Estefanía no se practica en España, a diferencia de Estados Unidos, donde vimos a Obama y Clinton combatir ferozmente y después formar equipo: él como presidente y ella como secretaria de Estado. En España varias generaciones han quedado laminadas tras la celebración de primarias.

			El papel de los medios de comunicación ocupa parte de la reflexión de la autora en lo que ha denominado «titulares como puños». Vivir en campaña electoral de manera permanente y el nivel de polarización de los últimos años ha obligado a la profesión a ejercer el contrapoder en circunstancias más complicadas. Como ella relata, la temperatura sube de manera exponencial en esos periodos que deberían ser excepcionales y que en nuestro país se han convertido en una norma. A eso hay que sumar el intento por parte de los partidos de cambiar los canales tradicionales (prensa, radio y televisión) por las redes sociales. No solo para hacer llegar más lejos sus mensajes, cosa lícita e inteligente, sino para sustituir su comparecencia ante los periodistas y evitar así preguntas que puedan retratarlos en negativo. En este cóctel de novedades de los últimos años no podemos olvidar tampoco la multiplicación de los bulos y la desinformación que ha inundado e intoxicado cualquier debate social y político importante. Apunta además Estefanía que la irrupción de los nuevos partidos provocó también, en parte, una apertura del Congreso a otros medios, muchos de ellos íntegramente digitales y formados, por primera vez, por una generación nacida plenamente en democracia y que convirtió los pasillos de la Cámara Baja en una gran redacción.

			Todas estas imágenes que la autora repasa con detalle se vieron interrumpidas bruscamente en marzo de 2020. El mundo entero se encerró por culpa de la COVID-19 y lo mismo ocurrió con el templo de la democracia. Las puertas cerradas del Congreso, sus pasillos vacíos y su vuelta a la anormalidad para refrendar los sucesivos estados de alarma fueron todo un símbolo de lo que vendría después. El coronavirus arrasó con decenas de miles de vidas, de puestos de trabajo y se llevó también cualquier posibilidad de entendimiento en nuestra clase política. La pandemia, o su gestión, o la lectura de la gestión, ha llevado a nuestro país a las cotas más altas de polarización que se recuerdan, recuperando los discursos contra el «enemigo» en lugar del «rival» o el «adversario». Como señala Estefanía, lejos de fortalecer nuestros elementos comunes en el momento más importante de la historia, se evidenciaron todas las costuras de un sistema que ya no puede presumir de joven democracia sino de una inmadurez inquietante. Y sin duda, la principal prueba para el liderazgo de Pedro Sánchez llegó aquel mes de marzo. El tiempo dirá si su gestión es validada o castigada por los ciudadanos cuando llegue el momento de votar. Lo que sí ha podido testarse ya es la dificultad de caminar en la misma dirección de dos partidos como el PSOE y Unidas Podemos bajo el paraguas del gobierno de coalición. Quizás aquel análisis de Íñigo Errejón sobre la «competencia virtuosa» entre ambos fue una premonición. Como cuenta Estefanía, la cuestión generacional ha pesado en algunos de los choques que hemos visto desde finales de 2020 y principios de 2021 y que, de alguna manera, quedan resumidos en la frase que arranca ese capítulo y que firmó Josep Borrell allá por 2016: «Muchos de nuestros hijos están allí» [en Podemos]. ¿Eso sigue ocurriendo con los de Iglesias en el Gobierno? Habrá que esperar, como decíamos, a la primera cita general con las urnas tras esta novedad. También será el momento de evaluar cómo llega la derecha. Por primera vez en veinticinco años tenemos tres partidos en ese espectro y a Vox intentando sustituir al PP amplificando ahora su mensaje hacia el llamado «giro obrero» para captar voto desencantado.

			El berrinche político tiene un especial sentido para el tema catalán. La constatación de que el sueño independentista había fracasado dio lugar a un bucle del que todavía no se ha salido y que ha generado varias rupturas en cadena, todas difíciles de recomponer, y la última es la quiebra entre la calle y las instituciones. Pero como dice la autora, hay que analizar la radiografía completa del procés desde fuera de Cataluña para no errar de nuevo en el diagnóstico y evitar males todavía mayores en el futuro.

			 

			 

			No queda mucho tiempo para que Estefanía cumpla una década como observadora y cronista de la realidad. Quizás cuando llegue ese aniversario, muchos de los protagonistas de El berrinche político hayan dejado la primera línea. Y quizás haya bajado la temperatura política encaminándonos hacia esas democracias nórdicas tan admiradas por maravillosamente aburridas por sus colegas politólogos. Mientras tanto, libros como este nos recordarán de dónde venimos.

		

	
		
			
Introducción

			El berrinche político

			La joven democracia española se acostó, la fría noche de las elecciones generales del 20 de diciembre de 2015, encajando una sacudida sin precedentes a causa de la ruptura del bipartidismo —fruto de los vicios, defectos y carencias que el sistema llevaba acumulando durante más de tres décadas— y se despertó conmocionada otro 20 de diciembre, ahora de 2020, digiriendo aún el enorme cambio que había experimentado a lo largo de esos cinco años tan convulsos. Desde el Congreso hasta el Gobierno, pasando por los partidos, y en todos los puntos de la geografía española, las bases asentadas desde la Transición habían mutado. En algunos aspectos, esa joven democracia se sentía más plena, cuando menos en apariencia, porque ahora se parecía más a lo que los ciudadanos deseaban de ella y, hasta cierto punto, daba la impresión de que los políticos habían escuchado con atención las peticiones de la calle. En otras cuestiones, simplemente era distinta, como también eran distintos los valores, la cultura y los anhelos de los nuevos votantes que formaban parte de ese sistema. Pero aun así...

			Esa democracia pronto se dio cuenta de que en cada uno de los poros por donde había exhalado aquellas expectativas de mejora, aquellas ilusiones de que todo fuera mejor en un futuro, ahora se empezaba a gestar un pequeño berrinche. Un berrinche entendido como el conjunto de pulsiones tímidas de cólera que se aprecian en distintos puntos del tablero político actual, pero que, paradójicamente, son ahora fruto de las profundas mutaciones del periodo. Un berrinche entendido, también, como algo crónico, porque los anhelos ciudadanos a los que se ha intentado dar solución desde la clase política han generado nuevos contextos con sus problemas aparejados, lo que hace necesaria una comprensión distinta y reflexiva del escenario político. Así pues, el berrinche al que me refiero en este libro no debe ser considerado tanto como el quejido de los ciudadanos, que emiten peticiones legítimas ante sus representantes, sino como los desajustes surgidos de la respuesta que ha dado la clase política a esas demandas en este complejo proceso de adaptación. Incluso puede verse como un aviso a nuestros representantes, para que escuchen bien qué es lo que no termina de agradar a la ciudadanía.

			Así, cinco años después del cambio sistémico más grande que se recuerda en nuestra democracia, la clase política española sigue causando brotes de malestar entre la ciudadanía, aunque ahora tengamos líderes más populares —o más populistas— que en 2015. El bipartidismo no se ha esfumado tanto como parecía, sino que pervive de manera sutil en forma de bibloquismo —la nueva, vieja, España de rojos y azules—. El Congreso tiene en la actualidad más ojos mediáticos puestos encima que en cualquier otro periodo, pero la calle siente que la cámara se ha convertido en un espectáculo —en una suerte de plató televisivo—. El fervor por el márquetin y los sondeos podría haber servido para detectar mejor las necesidades de los ciudadanos, pero esas herramientas se han convertido en una auténtica pesadilla al llevarnos a cuatro elecciones en cuatro años, haciendo de la política un oficio obsesionado con los relatos —y consigo mismo—. Incluso parecía que dar todo el poder a las bases de los partidos políticos los haría más democráticos y deliberativos, pero la realidad es que ello ha provocado la eclosión de auténticos líderes cesaristas —haciendo del partido una plataforma al servicio de sus intereses.

			El Gobierno había de volverse más dialogante con la oposición aprovechando que el nuevo Parlamento, tan fragmentado, obligaba a luchar por los apoyos para obtener mayorías, pero a menudo se ha dado el efecto contrario —un nuevo presidencialismo—. La izquierda venía a renovar su alma antisistema, pero se ha visto atrapada en la tensión entre la institucionalidad y el idealismo. La derecha se sumergió en un bucle revisionista acerca de la nación española, pero acabó abrazando formas más intransigentes en vez de entenderla. Los diez años de proceso soberanista no han culminado en la independencia de Cataluña; sin embargo, el tablero político catalán ha mutado radicalmente hacia un nuevo escenario sustentado sobre las bases del malestar. El Congreso se ha llenado de partidos regionalistas que denuncian que los mecanismos de distribución del poder territorial están solo en manos de unos pocos. Los ciudadanos querían más emocionalidad en la política, pero esta ha acabado arrojando formas polarizantes de comportarse fuera y dentro de la tribuna.

			Así pues, mi propósito con este libro es hacer un diagnóstico sobre qué ha cambiado entre los años 2015 y 2020, y averiguar por qué se han producido esos cambios en el seno de la democracia española, hasta llevarla a un nuevo escenario con lógicas de funcionamiento distintas a las que se habían conocido durante más de treinta años. El berrinche, pues, como ese proceso de adaptación traumático a las nuevas coordenadas del presente y del futuro.

			También quisiera señalar cuáles han sido las consecuencias de esa mutación del tablero político y sus desajustes. Durante un tiempo, seducidos por los discursos adanistas que se colaron en el debate público, creímos que se acercaban las transformaciones definitivas. Pero nada más lejos de la realidad. La política es un proceso evolutivo de acumulación de experiencias. En algunos casos, las esperanzas que no fueron viables se acompañaron de cierta resignación sobrevenida, mientras que, en otros, las secuelas de la decepción serán de largo recorrido.

			Sin embargo, no es cuestión de transmitir pesimismo. El hecho positivo es que la democracia española se ha movido, lo que pareció impensable durante lustros. Los ciudadanos constatarán en este libro que el sistema ha canalizado sus anhelos —aunque no siempre haya sido de la forma más satisfactoria—, y lo ha hecho, precisamente, sobre las bases que caracterizan a la nueva generación de votantes que se abrió paso en 2015.

			Lo preocupante de que lleguen nuevas olas de irritación con los líderes es que los votantes ya no se crean que la política pueda llegar a ser distinta. El malestar de 2015 se materializó a través de un atisbo de esperanza, pero lo que ha venido después ha sido una decepción acelerada respecto a los nuevos líderes y partidos. Por ello, existe un riesgo real de que un malestar futuro cristalice en las formas de la llamada antipolítica, es decir, el desinterés, el hastío, la pulsión destructiva o el desasosiego, huyendo de lo propositivo, de la ilusión, la esperanza o las expectativas de cambio. Eso es algo que debería preocupar a la clase política presente y futura porque la antipolítica es un motor de inestabilidad y propicia el auge de pulsiones populistas e iliberales que degradan nuestra democracia. Los ciudadanos que no crean en la política o que no legitimen a sus representantes tendrán mayor propensión a abrazar a líderes que les susurren ideas demagógicas, populistas o autoritarias.

			Este libro tiene también un componente personal, más allá de un análisis entre politológico y periodístico. El inicio del berrinche político coincide con mi llegada a la política española ese 20 de diciembre de 2015. Es decir, cuento con el privilegio añadido de haber asistido de primera mano a los acontecimientos más emocionantes que han transformado el país en estos años: los largos periodos de ingobernabilidad y las múltiples repeticiones electorales; el conflicto soberanista, desde la Operación Diálogo hasta la aplicación del artículo 155 de la Constitución y el juicio por el 1 de octubre; la moción de censura inédita que derribó a Mariano Rajoy y encumbró a Pedro Sánchez o la oscilación entre cooperación y división ocurrida entre las izquierdas y las derechas, episodios sobre los que se edifica este libro.

			Hasta cierto punto, se podría considerar que esta historia también es parte de mi biografía, de mi crecimiento y aprendizaje como persona en paralelo a mis vivencias políticas correteando por esa jungla. Así pues, encontraréis algunas pinceladas de mi experiencia y de mi mirada propia, narrada desde los cuarteles del Congreso, el Senado y el Gobierno y desde las sedes de los partidos, los tribunales y los ministerios, que son la esencia viva de la política española y las turbinas que mueven los hilos de la democracia en España. Deseo que os resulte útil para entender en qué estuvo metida España estos últimos cinco años, y también para comprender un poco más la mirada con que lo vio una servidora.
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De los tecnócratas al Gobierno bonito: qué es ser un buen político

			Oiga, ¿y a los demás quiénes nos votan? ¿Los ricos o gente despistada? Ustedes hablan mucho de la gente, pero [...] nadie tiene el patrimonio de la gente, [...] aunque nosotros tenemos un poquito más, por lo menos en estas últimas elecciones.

			Mariano Rajoy a Pablo Iglesias
en la sesión de investidura en el Congreso en 2016

			Marzo de 2019. Un exdirigente de Podemos me había citado en el barrio de Conde de Casal de Madrid para tomar un café. Habíamos quedado para hablar sobre varios asuntos: el regreso de Pablo Iglesias a la política tras su baja paternal, la situación del partido, la nueva candidatura que, según se rumoreaba, Íñigo Errejón estaba a punto de lanzar a escala nacional —que luego se llamó Más País— y la política española en general. Al despedirnos, ya en un tono más distendido, mi interlocutor me deslizó una anécdota. «Resulta que estaba paseando por un barrio. De pronto, una señora se me acercó a saludar muy amable, me dijo que era votante del partido. Me plantó dos besos. Luego, se me aproxima más para que no nos oigan, y me pregunta en voz baja: “¿A que no es cierto que Iglesias se ha comprado un chalé?, ¿a que no es verdad? ¿A que eso es un invento de los medios?”. Yo digo que eso no es cierto, porque algunos medios siempre están inventando cosas sobre Podemos y seguro que esto también es mentira...», me explicó. Pero no era ningún invento. El líder de Podemos, Pablo Iglesias, y la entonces portavoz de su grupo parlamentario en el Congreso, Irene Montero, se habían comprado un chalé en la sierra de Galapagar. Atrás quedaba aquella idea de que los líderes de Podemos sí vivían como «la gente».

			Sin embargo, la anécdota tal vez ilustre el deseo latente de una parte de la ciudadanía de que la política sea distinta, gratificante, un arte noble, o de que, al menos, esos valores que le atribuyen sean encarnados por los políticos. Tal vez esto ocurra por la necesidad de justificar el poder y los privilegios (coches oficiales, sueldos...) de la clase dirigente o por un afán romántico de que haya, en la dirección de la sociedad, referentes que materialicen sus anhelos. Esa pulsión de esperanza puede aparecer unas veces como un destello; otras, en cambio, irrumpe a lomos de un colosal derrumbe sistémico, como ocurrió en 2011 durante el 15-M, cuando, entre los ecos del «No nos representan» de los indignados, se abogó por una nueva forma de entender la relación entre representados y representantes. Por ello, cuando Ciudadanos y Podemos irrumpieron en el tablero estatal —en las elecciones generales de 2015—, a muchos votantes se les iluminó el voto creyendo que su entrada en las instituciones pondría fin a los vicios de la clase dirigente, encarnada hasta entonces por el Partido Popular y el PSOE.

			Ahora bien, el balance de estos cinco años arroja una conclusión preocupante: el malestar respecto a la clase política española, pese a los esfuerzos por introducir nuevos perfiles más satisfactorios, se ha cronificado, y la política sigue siendo, según reflejan los ciudadanos en las encuestas, una de las profesiones peor valoradas y uno de los principales problemas del país. Tanto es así que el berrinche político pasa, en este caso, por observar cómo el sentimiento de desilusión y la sensación de confianza frustrada que recaen sobre la clase política, expresados con menor o mayor intensidad, han regresado. «Todos son iguales» o «No los soporto» son lamentos que se podrían oír en cualquier bar a las nueve de la mañana, pero además, según el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS), en diciembre de 2019 identificaban al 49,5 % de los encuestados1 en su informe, mientras que en enero de 2016 esa cifra suponía el 23,4 %.

			Además, estos síntomas reaparecen cada vez con mayor frecuencia, tal vez porque los intervalos entre las crisis también se han acortado. Se apreció en 2020 con la pandemia del coronavirus, y había ocurrido anteriormente en 2011 y 2015, tras la crisis económica de 2008, que hizo detonar un cóctel donde se mezclaba una elevada desafección por la corrupción con la sensación de alejamiento de las instituciones respecto de la calle. El contexto socioeconómico, de creciente precarización social, tampoco llama al optimismo porque la incapacidad sostenida que ha demostrado la clase dirigente para mejorar ciertas condiciones de vida de los ciudadanos hace pensar que la pulsión del malestar no desaparecerá fácilmente, lo que supone un fracaso de la idea de que la política puede transformar la vida de la ciudadanía.

			Pese a ello, la clase política seguirá existiendo, porque la historia ha demostrado que únicamente un sistema de democracia asamblearia o directa, al estilo de las plazas del 15-M, tampoco garantiza resultados más eficaces, asumiendo que cuanto más grande es un país, más dificultades encuentran estos mecanismos para articular demandas. En cualquier sistema, además, la forma de tomar decisiones hará que existan unos ganadores y unos perjudicados. Una vez aceptada esa necesidad de representantes, la clave del periodo 2015-2020 se halla en que ha pasado precisamente por un proceso de revisión constante de los distintos partidos, que ha girado en torno a una misma idea: ¿qué es ser un buen político?

			Ante todo, es necesario destacar que la respuesta depende de la relación que cada votante establece con la política. Hay ciudadanos que protestan para que sus peticiones se reflejen en el Boletín Oficial del Estado (BOE), mientras que otros solo esperan que los políticos los dejen en paz para hacer su vida. En cualquier caso, para responder a esa pregunta —¿qué es ser un buen político?—, algunos ciudadanos se decantarían por el elemento personal, es decir, por las habilidades humanas o el currículum profesional, y resaltarían en los dirigentes virtudes morales del carácter (empatía...) o preferirían perfiles que simplemente demuestren competencia laboral. Otro segmento de los votantes privilegiaría la manera en que los Gobiernos canalizan las demandas ciudadanas, es decir, que el político conecte con la calle. Por último, cabría señalar la satisfacción con los resultados: la economía, los derechos sociales..., aunque en este elemento no solo interviene la voluntad del político, sino también el contexto.

			Estos debates sobre la esencia de la política, que se abrieron en la sociedad española hace cinco años, se han ido cimentando a través de los distintos desafíos y fases que ha vivido nuestro país, como el proceso soberanista catalán, el hastío ciudadano a causa de la corrupción, la creciente emocionalidad de la política... Fruto de esa conjunción, se han ido dibujando distintos perfiles de político, que también sirven para explicar una parte de la historia y de la evolución de este tiempo. Estos perfiles son, en mi opinión, los siguientes: los enarcas, «la gente», los profesionales y los celebrities. Es clave conocer el motivo de su aparición y también las debilidades de cada uno para saber a qué atenernos y reducir así las posibilidades de decepción colectiva.

			
LOS ENARCAS (Y TAMBIÉN LOS ARISTOI)

			Cuando Vox propuso en 2020 un Ejecutivo de tecnócratas que sustituyera a la coalición de Gobierno formada por PSOE y Unidas Podemos para gestionar la reconstrucción pos-COVID-19, la propuesta no pareció chirriar demasiado entre algunos sectores de la ciudadanía. Esto es así porque en cada crisis o emergencia, como una quiebra económica o una pandemia, aparece en España la pulsión ciudadana, provocada por el desasosiego, de que los políticos elegidos en las urnas se aparten y unos técnicos cualificados tomen las riendas. Un ejemplo próximo es Italia, donde en febrero de 2021 el expresidente del Banco Central Europeo, Mario Draghi, fue llamado por el presidente de la República italiana, Sergio Mattarella, a formar un gobierno técnico ante la emergencia sanitaria y social del país alpino.

			El término enarquía tiene su origen en el acrónimo de la École Nationale d’Administration, la ENA, es decir, la institución académica francesa orientada a la formación de funcionarios públicos de alto nivel, que actúa como cantera de sus élites políticas. Como tipo ideal, el modelo enárquico —el de los tecnócratas— tiene un cierto trasfondo elitista, porque, a fin de cuentas, parte de la idea de que existe una masa, compuesta por la mayoría de los ciudadanos, que es gobernada por una élite, la clase dirigente, que sabe lo que hay que hacer incluso ante circunstancias adversas. Este modelo es lo más parecido a la democracia representativa tal como la entendía Joseph Schumpeter, pues pone el foco en el procedimiento por el cual el votante elige entre una pluralidad de opciones (los partidos políticos) que compiten entre sí por el poder. Realizado ese trámite (el voto), los ciudadanos dan por cumplido su papel y deben aguardar hasta la siguiente elección, dejando en manos de los escogidos todas las decisiones. En casos de emergencia, el modelo enárquico va incluso más allá de la propia democracia representativa, porque asume la idea de que hay unos expertos o técnicos que poseen las recetas que hay que aplicar —la idea de la «austeridad» que fue tan común a partir de 2008—, cuyas fórmulas emanan de la academia o la ciencia de forma prácticamente indiscutible, por lo que sus soluciones, pese a que haya ciudadanos que discrepen ideológicamente, deben aplicarse por encima incluso de los cambios en los Gobiernos.

			De hecho, las pulsiones enárquicas están muy arraigadas en nuestro sistema, ya que en el pasado la tecnocracia evocaba la etapa del Desarrollismo franquista de los años sesenta. Ya en pleno periodo democrático, su valoración se produce a causa de la eficiencia de resultados que muchos votantes atribuyen a esta forma técnica de entender la política. Por ejemplo, ese es el motivo de que el Gobierno de Mariano Rajoy, tras la grave crisis económica de 2008 —con el país al borde de la quiebra o el rescate europeo—, fuera aupado hasta la mayoría absoluta —186 escaños— en las elecciones de 2011. Al menos once de los catorce ministros que formaban su gabinete estaban vinculados a esa vertiente tecnocrática —como Soraya Sáenz de Santamaría, Álvaro Nadal o Cristóbal Montoro—. Aquel Ejecutivo, en uno de los periodos más crudos de la historia para muchos ciudadanos, marcó una forma de hacer política basada en la búsqueda de la eficiencia de resultados. Sin embargo, ello se llevó a cabo, demasiado a menudo, a costa de sacrificar otras variables como la popularidad mediática, partiendo de la creencia en un ciudadano pasivo o un votante sin apenas necesidades emocionales como la identificación o la empatía.

			Pero este modelo pronto colisiona con ese tipo de ciudadanía que demanda otra forma de hacer política. De hecho, la paradoja de este tiempo fue que el Ejecutivo de Rajoy ganara las elecciones de 2015, a pesar de las medidas impopulares con las que afrontó la durísima crisis económica, pero naufragara por su incapacidad para impedir la exacerbación del proceso soberanista en Cataluña. Quizás porque para el primer problema político había una medicina que aplicar, una doctrina económica a instancias de la UE, pero la complejidad social y política del segundo, como el tiempo demostró, exigía algo más que la ley o los tribunales para disuadir a los ciudadanos que apoyaban la secesión.

			De ese modo, si el conflicto territorial estuvo todo el tiempo condenado al choque, en parte fue porque se enfrentaron dos concepciones de entender la democracia del todo irreconciliables. Por un lado, la visión basada en la Constitución y la aplicación estricta de las leyes —y con algo menos de creatividad en el terreno político. El modelo de emanación del poder de arriba abajo—. Por otro, la tensión oclocrática simbolizada por el independentismo. La oclocracia —en terminología de Polibio— es una forma de degeneración de la democracia en la que una masa de gente se autoproclama representante de la voluntad ciudadana. Esta masa de ciudadanos busca influir de forma decisiva en la toma de decisiones políticas de sus representantes —como ocurrió con el Govern de la Generalitat— a través de la presión de las manifestaciones y de acciones colectivas —en este caso, empujando a sus dirigentes a saltarse hasta el propio ordenamiento legal—. El modelo de abajo arriba.

			El entonces presidente Mariano Rajoy fue especialmente crítico con ello en una entrevista concedida a Telecinco en 2017 después de que el Parlament de Cataluña votara la declaración unilateral de independencia: «Un gobernante tiene que oír a la gente, un gobernante tiene que oír lo que le dice la calle, pero un gobernante tiene que tener personalidad para tomar decisiones y para actuar de conformidad con el interés general, y no se puede asustar porque haya dos mil, tres mil o cinco mil manifestantes llamándole “traidor”. Eso no lo hace un buen gobernante», manifestó en alusión al expresident de la Generalitat, Carles Puigdemont. Ahora bien, por otra parte, al Ejecutivo del PP se le achacó que le había faltado política o astucia en su manera de encarar el conflicto soberanista, algo que no solo tuvo que ver con el hecho de que no se pudiera autorizar en España un referéndum como el que promovía el Govern o con que el procés se echara en brazos de la vía unilateral a lo largo de 2017. También influyeron las debilidades del modelo enárquico, cuya concepción demasiado práctica y rígida lo imposibilitan para utilizar otras vías de hacer política, como llevarse al adversario político al propio terreno o servirse del carisma para convencerlo.

			Como dijo Miguel Rodríguez y Herrero de Miñón, uno de los padres de la Constitución, en su comparecencia en la Comisión de Evaluación Territorial el 10 de enero de 2018: «Los mejores constitucionalistas españoles han sido los administrativistas. [...] Sin embargo, todo tiene su precio y los administrativistas no concibieron —a lo mejor es un defecto que siguen teniendo muchos estudiosos del derecho administrativo— que pueda haber una realidad fuera del Aranzadi [Aranzadi es el nombre de una conocida editorial cuyos libros usan los juristas u opositores del Estado] y de los esquemas de los manuales de derecho administrativo y, claro, eso también tuvo malas consecuencias. Lo que se había ideado fundamentalmente para Cataluña se generalizó a diecisiete comunidades». Pese a que Herrero de Miñón se refería entonces a la construcción del Estado autonómico y al desarrollo del Título VIII de la Constitución, de sus palabras extrapolé la falta de visión de ciertos gobernantes o juristas a la hora de integrar los conflictos políticos complejos o que desbordan la abstracción de los manuales. La política no solo consiste en tener determinados conocimientos —de hecho, los ciudadanos, con cierto desdén, también suelen decir que un político es un tecnócrata si creen que no es capaz de llegar a conectar con los problemas de base—, sino también en buscar soluciones o adelantarse a los acontecimientos. Y para ello, a veces, conviene una cierta flexibilidad, pues la ley es también un instrumento, no solo un fin en sí mismo. Recordaba al respecto una anécdota que se dio en los pasillos del Congreso después de que el Ejecutivo del PP acabara de enviar el requerimiento al Govern, paso previo a la aplicación del artículo 155. Los periodistas nos agolpamos en torno a uno de los miembros del Gobierno, aunque por momentos me pareció que la explicación se asimilaba más a una clase magistral sobre los recovecos de la legislación, sobre la falta de jurisprudencia..., cuando en realidad estábamos hablando de una cuestión fáctica, sobre si una parte del territorio se había independizado de España.

			En este sentido, es interesante observar hasta qué punto las fricciones que generó el Gobierno del PP durante su primera legislatura tuvieron que ver con el desborde de los márgenes de la democracia representativa, propiciado por los ciudadanos que reivindicaban una vertiente más participativa de la democracia. Esto no solo se vio reflejado en las manifestaciones del independentismo catalán —el llamado «derecho a decidir», la consulta ilegal del 9-N o el referéndum ilegal del 1-O—, sino también en las movilizaciones en contra de la gestión de la crisis por parte de las llamadas marea blanca, de la sanidad, o marea verde, de los profesores.

			Con todo, en nuestro país es muy común la presencia de abogados del Estado, jueces, fiscales, técnicos de la administración civil, diplomáticos y demás en los consejos de ministros y los puestos de dirección política de la administración, tanto del Partido Popular como del PSOE, por sus elevados conocimientos y su alta capacitación para esos puestos —diplomacia, economía, derecho...—. Si bien es cierto que esos perfiles acaban configurando grupos o élites conectados entre sí, un aspecto positivo del modelo enárquico es que este tipo de políticos tienen convicciones profundas a la hora de tomar decisiones y actúan con cierta libertad, lo cual los emancipa, en el corto plazo, de la necesidad extrema de agradar a la opinión pública. Esto es especialmente útil cuando asumen las riendas de un país en crisis, dado que las medidas a aplicar no son fáciles, y un gobernante no puede ceder ante todo lo que deseen los ciudadanos, sino que debe mostrar cierta responsabilidad y convicción. Su mirada siempre es a largo plazo. Esa libertad para aplicar sus medidas nace en parte del hecho de que tienen una plaza fija de funcionario donde regresar y no viven, por tanto, de la política como oficio. Un ejemplo de promociones conocidas en España sería la llamada «La Gloriosa», la promoción de abogados del Estado que sacaron la plaza en 1996.

			Sin embargo, existe el riesgo de saltar del terreno de los expertos políticos al de otros expertos, a los que nadie ha votado y que, por ello, no comparecen en el Congreso. Ese debate se apreció en todo su esplendor durante la pandemia del coronavirus. En más de una ocasión, la clase política se escudó en «la ciencia» para tomar determinadas decisiones. Con unos mismos datos, algunos líderes proponían medidas dispares. La desconfianza de los ciudadanos nació, en ese caso, de la creencia de que, tal vez, en el fondo, tras esa apelación a «los expertos» se escondiera el intento de legitimar decisiones políticas amparándose en ese aparente llamamiento al cientifismo. En esencia, existe un riesgo en desproveer a la opinión pública de su función fiscalizadora, como si el hecho de que algo haya sido avalado por «un experto» erradicara el derecho a disentir de esa propuesta, cuando la realidad es que quienes tienen que dar la cara y responsabilizarse de las medidas adoptadas siempre son los políticos, aunque lo hagan asesorados por esos expertos. De lo contrario, sería como decirle al ciudadano que no cuestione porque no entiende, pese a que la democracia parte de la igualdad de voto porque cada cual sabe qué le conviene en su vida.

			Hay que recordar que la democracia se basa en que los ciudadanos eligen las opciones o partidos que casan mejor con su forma de entender el mundo o con sus prioridades vitales. Se supone que nuestros representantes actúan a partir de un esquema de valores —de justicia social, libertad...— votados en las urnas. Y aunque se asume que el político se rodeará de técnicos, existe la convicción de que toda su acción política se articulará a través de un paradigma ideológico. Un dilema similar resulta aplicable a los llamados Gobiernos de «concentración nacional», formados por varios partidos, que se invocan en momentos de excepcionalidad, donde el repliegue puede aparcar las ideologías.

			En caso contrario, puede suceder que la enarquía, en su persecución de la ortodoxia, acabe por vaciarse de ilusión política. En contraposición, dentro de la concepción elitista de la democracia, existe un subtipo de perfil político que podríamos llamar aristoi, es decir, «los mejores» —originalmente en referencia a los nobles de la Antigua Grecia—. El enarca sería el gestor, pero el aristoi sería un ideólogo o intelectual que busca el debate ideológico o moral. A ambos los une el riesgo de creer que están en política porque se han ganado el cargo gracias a su talento, aunque las listas, de hecho, son elaboradas por el jefe del partido o por el secretario, es decir, que exista un mérito en su ámbito profesional o intelectual no quiere decir que estén en la política por ello, sino porque los ciudadanos han votado a su partido.

			Por ello, hay que entender que la política no consiste solo en los títulos ni es un instrumento a mayor gloria de nadie. Es preparación, pero también es empatía y capacidad de identificación con el ciudadano. Demasiada intelectualidad puede alejar o causar sensación de pedantería porque sus soluciones no se dirigen a los problemas de los votantes. Asimismo, lo que se entiende por ideas parece a menudo reducirse a una reflexión filosófica sobre lo divino y lo humano, siendo un debate poco orientado hacia el pragmatismo. Cabe recordar que las ideas nacen también en el ejercicio de la gestión desde un cargo público, como se puso de manifiesto, por ejemplo, cuando el esfuerzo de miles de alcaldes tras la crisis económica evitó que les cortaran la luz a sus conciudadanos en paro, que no podían pagar las facturas.

			Como conclusión el criterio tecnocrático es eficaz en términos generales para la gestión diaria de los asuntos públicos. El ministro, para hacer bien su función, necesita de los funcionarios o técnicos, porque estos acumulan un importante capital de experiencia con el paso de los años y son quienes mejor conocen el desarrollo legislativo de cada tema concreto. Aun así, la política es algo más que gestión. Por ello, no es suficiente con ser un político gestor pero sin ambición para cambiar las cosas, aunque tampoco se puede ser únicamente un político carismático al que se le dé bien alzar la pancarta o repetir unas consignas. La administración política del Estado también tiene que ver con el Aranzadi, no solo con la arenga del mitin político o las redes sociales. Eso nos lleva al siguiente perfil político.

			
«LA GENTE» (Y LOS FOLCLÓRICOS)

			Que Podemos se abriera paso inmediatamente después del periodo de máxima expansión de la enarquía tuvo toda su lógica, como reacción a un modelo de entender la política que era su absoluto antagonista. Con su eclosión se dibujó un nuevo paradigma de corte populista que entiende la realidad mediante la dialéctica entre el pueblo y las élites, pero poniendo el foco en los primeros, en «la gente». Podemos aparece, de hecho, cuando el votante está muy harto de los vicios de la clase política, afirmando que todo es posible con un poco de voluntad y que no existen tantas limitaciones como se dice en el campo de la ley o la economía, sino que todos los males vienen de que el control lo ejerce una «casta» —los políticos o los tecnócratas—. En una España tomada por el sentimiento de injusticia e impotencia que provocaban las imágenes de familias enteras desahuciadas, ese discurso sonó como una tabla de salvación para muchos ciudadanos, que vieron una oportunidad para ser más partícipes del poder, más entendidos por sus representantes.

			De hecho, la formación morada nació, en 2014, en un caldo de cultivo marcado por la sensación de pérdida de soberanía de los Estados nacionales. Por ese motivo, Podemos abanderó desde el principio la negativa a someterse a la disciplina fiscal de Bruselas —acusando a los tecnócratas de seguir unos postulados que hacían pasar por ciencia—, a eventuales recortes de la Troika o a las injerencias de los llamados «hombres de negro», encargados de velar por las finanzas de la zona euro. Entre otras cosas, el partido fue combativo con la reforma del artículo 135 de la Constitución, que priorizaba el pago de los intereses de la deuda. Por ese motivo, en 2020 saltaron todas las alarmas para el partido morado con la crisis del coronavirus, ya desde el Gobierno, cuando la UE impuso condiciones a España a cambio de recibir el dinero de los fondos de reconstrucción.

			De hecho, el debate acerca de la soberanía nacional ha tenido tantas implicaciones en estos años que no ha dejado de estar latente, avivando las pulsiones euroescépticas, por la sensación de que determinados compromisos supranacionales limitaban la soberanía de los Estados. Vox, la formación de Santiago Abascal, ha sido crítica, cuando no reticente o contraria, con la pertenencia al espacio Schengen para la movilidad de los ciudadanos a causa de ciertos problemas con los permisos de extradición en la UE —por ejemplo, cuando la justicia de Bélgica o la de Alemania no entregaron a algunos exconsellers o a Carles Puigdemont, respectivamente, a España en 2018.

			Sin embargo, en la España poscrisis de 2011, Podemos, al albur de los postulados del 15-M, ha sabido explotar como ningún otro partido el hastío generalizado respecto a la clase política y la sensación de alejamiento o de ruptura del nexo entre representados y representantes. Ese modelo populista hace pivotar la representación alrededor del papel de «la gente»: «Ser como la gente para gobernar para la gente». Pero ¿quién es «la gente»? ¿Acaso a los demás partidos no los vota gente? «A usted le votan estudiantes, abuelos, obreros, catedráticos, autónomos, comerciantes... y suman cinco millones, y es una cifra importante. ¿Y a nosotros, quiénes nos votan, con ocho millones? ¿Los ricos y la gente despistada? [...] Nadie tiene el patrimonio de la gente», espetó Rajoy a Pablo Iglesias en el hemiciclo.

			La realidad es que no existe un solo partido en nuestro país que, una vez en el Congreso, pueda apropiarse de una supuesta voluntad popular en exclusiva o erigirse como la encarnación de las preferencias de todo el electorado. Primero, por la evidente prueba numérica de los votos que obtiene cada formación política en las urnas —en este caso, PP y PSOE contaron con más apoyos que Podemos en 2015, 2016 y 2019—. Eso no quiere decir que los partidos políticos no persigan un bien común, sino que no pueden arrogarse ser el todo siendo solo una parte. En una democracia los partidos ganan o pierden elecciones para poder aplicar su programa, que es algo concreto y define sus objetivos y sus preferencias por unos grupos sociales. Por tanto, su representatividad bebe, en primer lugar, de quienes los han votado, pero, a la vez, de su extensión al conjunto de la ciudadanía al entrar en las instituciones, aunque de forma compartida con el resto de los diputados.

			Esa forma de concebir la democracia, de atribuirse la representación de los que sufren, de «la gente», tiene mucho que ver con el origen activista de la formación morada. Es decir, como movimiento político bebió en parte de la descapitalización de plataformas, como por ejemplo la Plataforma de Afectados por la Hipoteca (PAH), de donde provenía la alcaldesa de Barcelona, Ada Colau, orientada a protestar por los desahucios. De hecho, es llamativo cómo la intensidad de las manifestaciones de algunos movimientos sociales se redujo visiblemente a lo largo de estos años, tras la entrada del partido morado en las instituciones, a causa de la sensación de que se había canalizado el conflicto. De ese modo, la concepción de la democracia que Podemos ha instilado en la política española bebe de una fuerte vertiente republicana —o propia de la Antigua Grecia, donde el llamado «idiota» era aquel que no se ocupaba de los asuntos públicos, solo de los privados—. Es decir, otorga una función clave a la ocupación del espacio público, a las virtudes participativas del ciudadano, a su voluntad de influir en los procesos, las decisiones y hasta en los resultados —lo opuesto a los enarcas, que, una vez elegidos por los votantes, prefieren asumir el control de la gestión—. Por eso mismo, el perfil tecnocrático se lleva mal con la idea de los referéndums, dado que estos son el culmen de la democracia directa, de que se exprese el ciudadano en una foto fija en el tiempo y sin intermediarios ni expertos. Ahora bien, aunque a menudo se atribuye una connotación positiva al hecho de que la ciudadanía participe intensamente en la vida política, porque se cree que eso hará que los ciudadanos se informen y sean más críticos, así como que su participación resulte de mayor calidad, la realidad es que ese esquema no siempre opera satisfactoriamente, pues suelen ser los ciudadanos ideologizados —más radicales— los que mejor pueden mantener, a largo plazo, el afán intenso de participar, a causa de los costes materiales y de tiempo que genera la participación política. Y esto tiene consecuencias, como que su ideologización extrema probablemente los lleve a consumir informaciones que retroalimenten sus posiciones, con lo que se inicia una rueda a la que más tarde puede ser complicado poner freno. Es la crítica al llamado participacionismo, que recoge el politólogo Giovanni Sartori en su obra ¿Qué es la democracia? (2014), a partir de las aportaciones de varios autores.

			Con todo, la necesidad de mantener un nexo inquebrantable con la calle ha condicionado las diversas fases del desarrollo de Podemos. Desde la oposición, la formación morada siguió mezclándose a menudo con las protestas de colectivos sociales —pensionistas, desahuciados...—. Es decir, decidió mantenerse a medio camino entre la pancarta callejera y el escaño y seguir alineándose con grupos de interés de fuera del Parlamento aun después de haber obtenido representación parlamentaria.

			Ello nos lleva a reflexionar sobre las teorías del «mandato imperativo», aquel según el cual el representado o mandante se reserva la facultad de instruir al mandatario, es decir, de fijar el sentido en que los elegidos han de emitir su voto. Ello implicaría que los representantes estuvieran obligados al cumplimiento íntegro del programa con que se presentaron a las elecciones, o que incluso los representados pudieran darles instrucciones. Ahora bien, según la Constitución, los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo. En España el mandato es representativo y libre. Los representantes se independizan de sus electores una vez elegidos, porque representan al conjunto de la soberanía nacional, y no solo a aquellas personas que los han escogido, entre otras cosas porque los contextos políticos y económicos son cambiantes y las decisiones a veces se supeditan a ello.

			Pero volviendo a la evolución de la formación morada, en un segundo momento, cuando Podemos se estableció como socio del PSOE fuera del Gobierno, a partir de 2018, su posición de equilibrio se hizo más difícil de mantener porque tenía que seguir dando la cara ante los suyos aun cuando no pudiese sacar adelante sus propuestas más maximalistas, con el añadido de que no tenía una capacidad total para influir sobre la política del Gobierno. A fin de cuentas, los partidos que se deben tanto a sus bases pueden empezar a sufrir desgaste en el curso de la política del día a día incluso antes de gobernar en plenitud.

			Por último, ya en el Ejecutivo de coalición, uno de los primeros conflictos que tuvo que abordar el binomio PSOE-Podemos fue el estallido del campo español a inicios de 2020 por los precios de las materias primas agrícolas. La polémica se inició cuando el 14 de febrero de ese año el Ministerio de Trabajo de Yolanda Díaz solo se reunió con los sindicatos, desconvocando a la patronal agraria en el último momento, pese a que ese encuentro estaba inicialmente previsto con ambos agentes. Más allá de si fue a propósito o un descuido, el mensaje bien pudo interpretarse de la siguiente forma: este es «el Gobierno de la gente», de las clases castigadas, y por eso planta al empresariado. Ahora bien, los Gobiernos tienen, por supuesto, sus prioridades —políticas más pro empresa o políticas más pro trabajador— pero el Poder Ejecutivo no debería entenderse de parte, ni avivar sentimientos maniqueos entre grupos como si los trabajadores fueran los buenos y los propietarios los malos. Un partido, en cuanto a representatividad, termina allí donde empieza el Gobierno de la nación, porque cuando pisa la Moncloa gobierna para los cuarenta y siete millones de españoles.

			Para hacer frente a las contradicciones, el propio Iglesias se impuso un papel de político-activista, como si unos días estuviera dentro del Gobierno y otros fuera de este, conjugando oposición y Gobierno al mismo tiempo, prácticamente. «El próximo Gobierno necesitará de la crítica y la presión de los movimientos sociales para hacer las cosas bien [...]. Vais a ser la referencia de esta Vicepresidencia [de Derechos Sociales y Agenda 2030]», fueron algunas de sus frases al llegar al cargo. La formación morada encontró así la forma de mitigar el desgaste político que suponía que «la gente» se amotinara contra su propio Gobierno.

			Desde la oposición, su papel había venido dado: denunciar a la clase política, criticar al Ejecutivo de turno. Pero ya en el Gobierno, si los ciudadanos seguían sin sentirse representados, existía un alto riesgo de decepción de los afines a su formación. Este es el motivo por el que el patrón del perfil de político que he denominado «la gente» desdibuja la asunción de responsabilidades: si el vicepresidente alienta la protesta, si pide que se siga presionando del lado de los manifestantes, es complicado que los ciudadanos sepan entonces a quién pedirle responsabilidades por aquellas cuestiones que no queden resueltas o no les satisfagan tras aplicar determinadas políticas o soluciones.

			Ahora bien, la parte más positiva del modelo conectado con la calle es su capacidad de permeabilizar con rapidez el caldo de cultivo ciudadano. Es decir, resulta fácil que haya una receptividad más intensa de las demandas sociales. Pese a ello, en momentos excepcionales, la presión de la calle puede generar incentivos perversos para la gestión pública, por cuanto no se apliquen los mejores criterios, sino los más populares o populistas.

			En consonancia con su pretensión de ser un modelo para «la gente», otra de las revoluciones de la llegada de Podemos a las instituciones fue la noción de perfeccionismo moral que el nuevo partido quiso establecer como una de las bondades del buen político. «Lo personal es político», dijo Montero en la rueda de prensa que ofreció tras la compra del chalé de Galapagar. Este hecho llegaba después de que el partido hubiera criticado por activa y por pasiva que ciertas formas de vida alejaban de los problemas de la calle. Pese a las críticas que se habían formulado en el pasado desde Podemos, sus dirigentes debían asumir que la institucionalidad a tan alto nivel tiene unas lógicas propias que alejan de la ciudadanía, como los coches oficiales, los escoltas, la presencia mediática, que han venido demostrándose estructurales. Aun así, otros ejemplos de su propio partido demostraron que el grado de alejamiento respecto de las formas de vida de los de abajo es también discrecional. Kichi y Teresa Rodríguez, alcalde de Cádiz y portavoz de Adelante Andalucía respectivamente, además de pareja, siguieron viviendo en su piso de currantes.

			Otra muestra de que Podemos fue dejando atrás el discurso de «la gente» es que en 2020 se aprobó una modificación en su código ético, que consistía en suprimir el Salario Mínimo Interprofesional como marco de referencia para la limitación salarial de sus miembros. Ese tope había causado malestar en algunos sectores de la formación. En adelante, se proponía que las donaciones del salario percibido en el ejercicio de un cargo político se hicieran por porcentajes «en función de las responsabilidades asumidas». Por otra parte, se abrió la posibilidad de que la limitación del tiempo de mandato en el partido, de ocho años, se prorrogara hasta los doce. La interpretación más extendida era que esto se había hecho por la voluntad de Montero e Iglesias de repetir su cargo en el actual Gobierno de coalición, pese a que una eventual salida de Iglesias del Ejecutivo podría postular a Yolanda Díaz como posible candidata de UP.

			Sin embargo, a medida que caía en descrédito el discurso de «la gente», Podemos abrazó otras formas de hacer política, con aires de la cultura pop (popular), abandonando así la imagen de la lucha de clases. De esta manera, pasó de ser como la gente a un afán menos ambicioso, que pasaba por que la gente se identificara con la formación morada desde un punto de vista folclórico. Por ejemplo, durante un tiempo el Iglesias vicepresidente contaba muy a menudo por Twitter las series de televisión que veía. En otra ocasión, se difundieron unas imágenes del Ministerio de Igualdad en las que se veía a los asesores de Montero con una tarta el día de su cumpleaños. Ahora bien, pese a que la España política de la que venía el partido durante la crisis no se prodigaba en esos gestos, la crítica que se ha hecho a esa manera de actuar es la de que se pueda caer en la trampa de creer que los políticos que no se muestran en esa tesitura no tienen empatía. Es más, recordemos que una buena parte de la ciudadanía no se conformará solo con acciones de empatía si no van de la mano de mejoras tangibles de su vida.

			A pesar de lo expuesto, hay partidos que han percibido que esas formas de representación pueden entenderse como un reclamo, dando lugar a la consolidación de esa variante que he llamado los folclóricos. Por ejemplo, en abril de 2019 Vox se presentó a las elecciones haciendo gala de contar entre sus listas con toreros como Serafín Marín o con el banderillero Pablo Ciprés. El Partido Popular, para rivalizar con esa formación, hizo lo propio presentando al torero Miguel Abellán en sus listas. Con anterioridad había sido frecuente en otros partidos la inclusión de activistas sociales y de miembros destacados de la judicatura, la cultura o la actividad económica. Pero ese punto goyesco tenía su intríngulis porque simbolizaba una forma de conectar con el ciudadano o de mostrarle su comprensión de España.

			La última implicación que puede tener el modelo de «la gente» es dar alas al argumento de la desprofesionalización de la actividad política, partiendo de la consideración de que cualquiera puede regentar las instituciones sin necesidad de unos conocimientos previos. Ahora bien, además de la necesidad de entender de los temas concretos que se legislan, la enseñanza extraída por cualquier diputado del Congreso es que la política también requiere de un savoir faire, de un know-how, como cualquier otra profesión. Con el tiempo, los parlamentarios van consolidando una serie de técnicas para maximizar su función legislativa o de oposición. Las instituciones políticas tienen unas inercias propias, unos procedimientos concretos, que también sirven para acumular capital político a lo largo de los años, antes de llegar al Gobierno.

			
LOS PROFESIONALES

			Existe un tercer tipo de político, en oposición a los enarcas y «la gente», que considera que los ciudadanos quieren, por encima de todo, gobernantes que no se metan demasiado en su moralidad o en su vida. Considera que estos solo piden reglas legales o económicas que les permitan desarrollar su esfera individual sin intromisión del Estado, ya sea en el ámbito privado o en el socioeconómico. Este modelo entiende la política como una gestión dirigida a la eficiencia de resultados y a la innovación. El objetivo es superar los pies de barro de la administración y las disfunciones de la burocracia, así como huir de los férreos controles del derecho administrativo. Para ello, se aplican a la Administración Pública esquemas más propios de la cultura de la empresa privada. La corriente anglosajona denominada como nueva gestión pública, nacida en los años setenta (Ronald Reagan, Margaret Thatcher), sirve para definir el espíritu de cambio político-económico del perfil de los profesionales, que Ciudadanos, el partido liderado por Albert Rivera, introdujo con su salto a la política española.

			En España, el contexto posterior a la crisis económica obligó a una reflexión profunda sobre cómo se interrelacionaba lo público y lo privado, puesto que una parte de los ciudadanos culpaba a los políticos por su mala gestión. Las imágenes de miles de kilómetros de AVE que pasaban por ciudades poco pobladas; los aeropuertos en medio de la nada; las tramas de corrupción inundando los telediarios... La sensación de picaresca se fue extendiendo como la pólvora. Así, el nicho que Ciudadanos encontró para solventar la crisis de representación se basaba en corregir esas ineficiencias, a veces vinculadas a tramas de corrupción, que generaban en la ciudadanía malestar y una profunda desconfianza hacia las instituciones. Conceptos como «capitalismo de amiguetes» y «capitalismo clientelista» —o en la más pura jerga del partido, los «chiringuitos políticos»— eran el vívido ejemplo de cuál era el diagnóstico de la situación que hacía el partido naranja, que desde que aterrizó en el tablero político había planteado suprimir entes u órganos de la Administración —y, por extensión, todo un entramado que englobaron bajo ese concepto de «chiringuitos», como institutos públicos y otros organismos— que, a su juicio, solo servían para colocar a cargos del partido de turno y actuar como nichos de corrupción.

			El máximo exponente de la esencia regeneracionista de Ciudadanos era Luis Garicano, catedrático de Economía y Estrategia de la London School of Economics, economista de cabecera del partido naranja en sus inicios. Este abogaba por la modernización de España, en sintonía con el espíritu de principios del siglo XX. De ese modo, el modelo político-económico de Ciudadanos debía entenderse como una reacción a los vicios del sistema en general, y de la enarquía en particular: incapacidad de reforma e innovación, ineficiencias, inexistente cultura de evaluación de las políticas públicas. Aunque su crítica se realizaba con independencia de que hubiera Gobiernos del PP o del PSOE, esta era más severa por el lado de los populares, por cuanto ambos son partidos dentro del espectro de ideología liberal-conservadora.

			Es interesante citar al respecto el trabajo de Lapuente y Dahlström, Organizando el Leviatán (2018). Según los autores, en los sistemas burocráticos donde las carreras de políticos y burócratas con frecuencia se entrelazan —con ejemplos de funcionarios metidos a políticos o políticos que ascienden a funcionarios—, como en el caso español, se pueden generar tres potenciales efectos negativos. Primero, no ayudan a solventar el problema de la corrupción política; segundo, fomentan que la Administración huya del reformismo o la innovación y, por último, en ellos disminuye la eficacia de la función público-política. Esto es así porque si la promoción hacia una mayoría de puestos directivos de la Administración Pública se realiza según criterios de afinidad política —dedocracia—, lo más probable es que el funcionario no tenga la misma propensión a denunciar según qué prácticas porque se juega su puesto y la confianza del jefe. Se parte de la idea de que la corrupción puede producirse en ciertos casos, en forma de mecanismos sutiles e informales con apariencia incluso legal. En sistemas como el anglosajón, en cambio, los funcionarios actúan como un cuerpo separado y autónomo, por lo que estos no obtienen incentivos al ceder ante sus superiores o mirar hacia otro lado (Lapuente y Dahlström, 2018).

			Por ejemplo, no contribuye a despolitizar la cúpula de la Administración la recurrente práctica de desprofesionalizar cargos que anteriormente eran ocupados por funcionarios sustituyéndolos por personas afines o miembros del partido. Como se dice en el libro La urna rota, «hay tantos cargos de confianza que las administraciones españolas son prácticamente una extensión de los partidos» (Galindo et al.). Por ello, la formación naranja reabrió el debate sobre la necesidad de atajar la endogamia política. Su solución era que los políticos fueran personalidades que se hubiesen labrado una carrera profesional en la empresa privada. Por un lado, porque les presuponía mayor proximidad al entorno profesional —autónomos, pymes, trabajadores...— y más capacidad para captar sus demandas, asumiendo que lo público está desconectado de lo privado y que ello desconecta a amplias capas de la población, alejadas del entramado público-político. A través del prisma de la eficiencia, Cs proponía una crítica al criterio tecnocrático, como si el político que proviene de la empresa privada fuese más eficiente y tuviera mayor capacidad de atajar la lentitud y el exceso de procedimientos de la Administración.

			Por ese motivo, en el ideal de Ciudadanos los profesionales que ocuparan los puestos del Estado debían ser los mejores en sus respectivos campos de actividad, de forma que pudieran conectar con las demandas de esos gremios de los que dependía la economía y el mundo de la empresa. No es casual, por tanto, que la imagen estereotipada que Cs proyectó en sus inicios era la del clásico perfil Derecho + ADE o Derecho + Economía, como trayectoria profesional de algunos de sus primeras espadas.

			Sin embargo, los planteamientos de los profesionales sobre la eficiencia de la cosa pública pronto choca con varios pilares del Estado o de la política. Existen instituciones que no se miden por su grado de eficiencia tal como se aplicaría en una lógica de mercado, sino por la capacidad de cubrir una necesidad política. La denominada inflación orgánica, que alude al exceso de burocracia o de entes de la Administración, debe analizarse caso por caso. De hecho, la extrema racionalización administrativa provoca problemas de funcionamiento en ciertos casos. Más allá de que el diagnóstico pudiera acertar en algún caso, esas fallas del sistema suelen ser accidentales, no un fin en sí mismas.

			Precisamente, la enarquía reprobaría cierto idealismo en esa crítica a las instituciones de menor rango. Una diferencia entre un ministro como Cristóbal Montoro y un economista universitario como Luis Garicano es el golpe de realidad que supone llevar décadas trabajando en un ministerio y conocer al dedillo sus resortes. Sobre el papel del estudio econométrico casi todo es posible. Sobre la realidad de la Administración —con sus niveles, contrapesos, procesos, idiosincrasias...—, las posibilidades para maniobras más arriesgadas suelen ser mucho menores. Más aún si hablamos de instrumentos como el cupo vasco, por poner un ejemplo, que son hechos desvinculados de la lógica economicista, ya que responden a derechos históricos consagrados.

			Tomando como ejemplo las diputaciones provinciales, en muchas zonas de España su existencia responde a la necesidad de que haya un ente, a medio camino entre la comunidad autónoma y el municipio, que satisfaga mejor la gestión de las demandas de sus ciudadanos. Por un lado, porque actúa de forma más cercana a este —principio de subsidiariedad—; por otro, para facilitar la prestación de servicios conjuntos o mancomunados. Un segundo ejemplo son los ayuntamientos, cuyos servicios la formación naranja proponía fusionar; suprimir municipios, en cambio, podría obviar la idiosincrasia cultural o sentimental de la ciudadanía española, que se caracteriza por un fuerte sentimiento de pertenencia municipalista en muchas localidades. Un último ejemplo de institución cuestionada de forma recurrente por la formación naranja es el Senado, y proponía suprimirlo en el marco de su esquema centralista del Estado.

			Ahora bien, Cs cambió su criterio sobre las diputaciones entre 2016 y 2019. El giro pasó por defender que estos entes mancomunaran servicios y actuasen como un consejo de alcaldes de provincia. El cambio de postura precedió a su extensión local tras las elecciones municipales y autonómicas de 2019, lo que suponía una aceptación de las reglas del juego derivada del beneficio de influencia que supone ocupar ciertas instituciones. Más en España, donde la expansión por el territorio es clave para la supervivencia de un partido nuevo. No es suficiente con lograr representación en el Congreso porque nuestro sistema tiene múltiples niveles de poder.

			Por tanto, ese rechazo absoluto de la burocracia por parte de Cs se topó con una realidad que ciertos políticos solo comprenden cuando llevan tiempo en las instituciones. Existe una necesidad de tener cierto arraigo dentro de la propia Administración, de tener antenas informativas o de contar con cuerpos de élite que sean afines y, eventualmente, puedan ser designados para puestos altos de dirección. De qué forma, si no, habría logrado Pedro Sánchez poblar los altos cargos de la Administración española, de la noche a la mañana, tras la moción de censura a Rajoy. «La carrera burocrática no solo no es un impedimento para hacer carrera política, sino que puede convertirse en una ventaja fundamental. A la inversa, una carrera en un partido político puede ser valiosa para empezar una carrera de éxito en las más altas posiciones administrativas» (Lapuente y Dahlström, 2018).

			Una constatación de que Rivera se acabó rindiendo ante la evidencia fue el fichaje de Edmundo Bal, hasta entonces jefe de la Sección Penal de la Abogacía del Estado. Bal aseguró que había sido cesado por el Gobierno Sánchez por negarse a retirar las acusaciones de violencia del juicio por el 1-O. El mensaje era, en las horas bajas del PP, de opa al alto funcionariado potencialmente afín a los partidos liberales. No es que con anterioridad Cs no contara con perfiles funcionariales. Francisco de la Torre, del área económica, era inspector de Hacienda y mantenía un trato cordial con otro funcionario del Estado, el exministro Álvaro Nadal, hasta el punto de que acudió a la presentación del libro de Nadal en 2019. Ahora bien, la carga política que Rivera puso en Bal distaba mucho de la puesta en De la Torre. Con el primero se quería denunciar la presunta politización de ciertos estamentos, mientras que el segundo, junto con Toni Roldán y Garicano, diseñaba la alternativa económica que buscaba representar Ciudadanos.

			Aunque en Ciudadanos se insistía en el mantra de que la política dejaría de ser una profesión de la que vivir, algo que tan mala imagen genera tradicionalmente entre la ciudadanía, es difícil establecer con perspectiva hasta qué punto se puede asegurar que el paso por las instituciones no trae consigo una serie de privilegios para la carrera profesional posterior. Pongamos el ejemplo del propio Albert Rivera, cuya experiencia previa era de cuatro años en una entidad financiera. Tras trece años en Ciudadanos, deja la política y se incorpora a un bufete de abogados. Es difícil garantizar que, tras regentar un cargo público, el regreso a la profesión se produce solo por méritos académicos y profesionales y no gracias al capital amasado a lo largo de los años de ejercicio de la actividad política: contactos, conocimiento de los procedimientos, popularidad —valiosos para el lobby y los asuntos públicos— y, obviamente, una cierta valía demostrada en lo político. Es decir, esta profesión ofrece también una serie de oportunidades laborales.

			Pese a que hay prácticas como las puertas giratorias a la empresa privada que también cabalgaron a lomos de la indignación en 2015, la realidad es que, en la actualidad, la volatilidad electoral y la inestabilidad entre periodos hace que muy pocos diputados tengan el privilegio de saber su escaño garantizado entre legislaturas, con independencia de su partido. Por hacer un mapa de situación: entre 2011 y 2015, el PP perdió 63 escaños y el PSOE, 20. Entre 2015 y 2019, Podemos cayó en 36 diputados; Cs, en 30 representantes. Lo mismo es aplicable a los Gobiernos y sus cargos, como el de ministro.

			En otros casos, la impunidad que puede rodear a la política como oficio ha tendido a la tolerancia cero ante la lacra de la corrupción. Ciudadanos y Podemos introdujeron en el debate público un cuestionamiento sobre los diputados o cargos investigados o imputados. Se afirmaba que estos debían dejar la vida pública inmediatamente si tenían un procedimiento judicial abierto, porque no era tolerable que siguieran en su cargo. Ahora bien, ciertas situaciones han abocado a un señalamiento que debería hacernos reflexionar. Un ejemplo es el caso de la senadora Pilar Barreiro del PP, que dejó el Grupo Popular en el Senado por exigencia de Ciudadanos, debido a una investigación a la que estaba sometida, pero que finalmente el Tribunal Supremo archivó. Una imputación tiene muchas fases, por lo que cabría seguir reflexionando dónde está el límite permisible: si en el juicio oral, la sentencia en firme..., aunque de fondo hay una tensión sobre si debe prevalecer el mandato democrático de la ciudadanía o la situación procesal del político.

			
LOS CELEBRITY


			Existe un cuarto tipo de político que se puede explicar en términos futbolísticos, porque supone un auténtico fichaje para cualquier Gobierno que se tercie. Son los celebrity, o las llamadas celebridades, perfiles con un extenso y reconocido currículum que vienen a poner fin a una demanda que había permanecido latente en la sociedad española: que al frente de la política nacional hubiese perfiles de máximo prestigio y renombre, una forma de devolver a la sociedad la idea de que la meritocracia llegaba a la política, algo que popularmente se decía que faltaba en nuestro sistema. En cierto modo, los ministros celebrity tienen un marcado componente marquetiniano, por cuanto buscan directamente suplir esa necesidad y no nacen de forma espontánea frente a problemas del contexto.

			De ese modo, Pedro Sánchez, en 2018, fue pionero en implementar para su Gobierno ese modelo, que en parte reproducía lo mejor de cada uno de los perfiles explicados anteriormente, deslizando una imagen de dinamismo antagonista con la era Rajoy. La inclusión de los celebrity no buscaba tanto responder a unas expectativas privadas, o públicas, de intromisión en la vida del ciudadano o en su moral. Lo que se buscaba, a fin de cuentas, era una pretendida excelencia en sus campos respectivos, tanto de proyecto como de imagen personal. Tanto fue así que el elenco de ministros con que Sánchez se presentó ante los medios fue bautizado como el «Gobierno bonito» por la espectacularidad de currículums que se agolpaban entre aquellas filas: desde un astronauta —Pedro Duque— hasta una funcionaria europea de alto nivel —Nadia Calviño—, entre otros perfiles más mediáticos, cercanos a la cultura pop, como el escritor y periodista Màxim Huerta. No es que no hubiera funcionarios —por ejemplo, Margarita Robles—, pero su rasgo común era un intento de proyectar transversalidad y autonomía.

			A ese respecto, en su libro Manual de resistencia (2018), Sánchez hablaba así sobre la inclusión de independientes: «Soy un convencido de que incluir independientes en las listas enriquece una candidatura electoral y un proyecto político. Los socialistas con carné son imprescindibles, sin ellos sencillamente el partido no funcionaría y, de existir, tendría enormes dificultades; pero los socialistas sin carné son muchos más, millones de españoles de todas las profesiones y niveles socioeconómicos que se identifican con nuestro proyecto y desean que ganemos porque creen que es lo mejor para el país». Lo curioso es que algunos de esos ministros habían llegado a prosperar en la Administración gracias a otros partidos: fue el caso del ministro José Luis Escrivá, nombrado titular de Seguridad Social, Migraciones e Inclusión en 2020 en el Gobierno de coalición, que procedía de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF), donde fue colocado en los años de Gobierno del Partido Popular.

			Sánchez vendía así un relato de Gobierno dinámico, moderno y variopinto a través de perfiles profesionales que huyesen de aquella concepción según la cual los políticos llegaban lejos jaleando al líder —en una lógica de colocación por cooptación para quienes tenían carnet de partido— y la política expulsaba al talento. Este último elemento no es menor, dado que un factor disuasorio para lanzarse a la carrera política puede ser la ingratitud del oficio, más aún en un momento en que las redes sociales facilitan el linchamiento diario. De ese modo, los celebrity no buscan tanto responder a unas expectativas privadas, o públicas, de intromisión en la vida del ciudadano, o en su moral. Lo que buscan, a fin de cuentas, es una pretendida excelencia en sus campos respectivos, tanto de proyecto como de imagen personal.

			Sin embargo, al Gobierno bonito se le empezaron a ver las costuras. En primer lugar, la elección de profesionales de fuera de la política, o que apenas hubieran hecho méritos dentro de la formación política, puede generar efectos perniciosos para la lógica interna de los partidos, a pesar de que sus características hagan que los celebrity sean atractivos para sus jefes, ya que no conciben la política como un trabajo definitivo y, por lo tanto, no buscan repartirse el pastel del poder. Aun así, no es que en el Gobierno Sánchez todo fueran profesionales privados o ajenos al socialismo —María Jesús Montero, José Luis Ábalos o Josep Borrell eran personalidades de peso en el PSOE con experiencia previa en otros cargos—. Ahora bien, un exceso de independientes podría llegar a desincentivar la voluntad de los militantes de implicarse en las tareas del partido —organizar actos, pegar carteles electorales...—, en un momento en que las viejas formaciones sufren una sangría de afiliados, mientras que las nuevas, de hecho, muestran ya una incapacidad para lograr nutridas cifras de apoyos, que además tienden a ser mucho menos fieles en el caso de estas nuevas formaciones.

			Por otra parte, la elección de profesionales independientes no garantiza necesariamente que estos cuenten con aptitudes para la política. Su elaborado perfil académico y vital no aparece como clave desde el punto de vista romántico con el que se entiende la política, es decir, esa ilusión por impulsar una determinada visión del mundo al servicio de una ideología que transforme la sociedad en una dirección inequívoca. Por ejemplo: el ministro Duque puede ser un astronauta de prestigio mundial, pero ello no lleva implícito que tenga un programa para las universidades y la ciencia tan amplio y diverso como son esas disciplinas —lo que no quiere decir que no pueda tenerlo—. Pero, pese a ser un físico de primera, puede que no tenga un conocimiento suficiente de las problemáticas del sector, de las luchas a uno y otro lado o de los intereses que se cuecen. Ese elemento reconcilia en cierto modo con los partidos políticos. A fin de cuentas, los partidos son las instituciones que por antonomasia se dedican a la agregación de preferencias, de valores, de visión de la política.

			Asimismo, se podría llegar a inferir que el ministro de turno se adaptará al programa del presidente del Gobierno, que habrá sido previamente elaborado por el partido. Incluso se podría llegar a preguntar cuántos ministros tienen capacidad para llevar a cabo la tarea que desean. Pero, a fin de cuentas, la elección de celebrities ajenos a la cosa política puede llegar a suponer una renuncia en términos ideológicos que podría pesar no solo para las artes políticas, sino también ante el electorado más ideologizado. En el caso del PSOE, justamente, la eclosión de Podemos supuso un toque de atención electoral sobre aquellas banderas que el votante de izquierdas podía considerar abandonadas por parte de los socialistas. Sin embargo, lo cierto es que un Gobierno con menos perfil ideológico puede tener una mayor capacidad de adaptarse a un electorado más volátil, que es el habitual en los tiempos que corren, acercándose a la idea de centralidad política que tradicionalmente ha permitido amasar mayorías en las urnas —de nuevo, el componente marquetiniano—. Ahora bien, los celebrities como prototipo ideal entrañan un riesgo, y es que su paso por la política sea un logro profesional más en su dilatada carrera, y no un objetivo. Se hicieron comunes durante 2019-2020 las portadas donde se destacaba la voluntad de promocionar a varios miembros del Gobierno Sánchez. Calviño, candidata a presidir el Eurogrupo; la ministra de Exteriores, Arancha González Laya, a la Organización Mundial del Comercio; el ministro de Ciencia, Pedro Duque, a la Agencia Espacial... No tiene nada de malo promocionar a cargos gubernamentales, pero la estancia en el ministerio debería ser considerada un destino en sí mismo por el tiempo que dure. Incluso, en algunas ocasiones, se ha rentabilizado su sobrevenida popularidad para citas electorales, como el caso del exministro de Sanidad Salvador Illa en las elecciones catalanas de 2021.
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